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Llamado a contribuciones: Informe del Relator Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas sobre el Impacto de COVID-19 en los pueblos indígenas
Fecha límite: 19 de junio de 2020
De conformidad con la resolución 42/20 del Consejo de Derechos Humanos, el Relator Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas dedicará parte de su informe a la Asamblea General a evaluar e informar sobre las repercusiones del COVID 19 en los derechos de los pueblos indígenas.  El informe estudiará las iniciativas existentes emprendidas por los Estados, los pueblos indígenas y otras entidades para garantizar que los derechos y las necesidades específicas de los pueblos indígenas se tengan en cuenta y se aborden en la lucha contra la pandemia.  También se identificará las deficiencias en materia de protección que requieren la atención de los Estados Miembros y sus asociados.

El Relator Especial solicita insumos de los Estados Miembros, los órganos y organizaciones representativos de los pueblos indígenas, los agentes de la sociedad civil, los trabajadores y organismos sanitarios, las instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes interesadas, para contribuir a la preparación de su informe, que se presentará a la Asamblea General en octubre de 2020.

Al Relator Especial le preocupa que COVID-19 esté poniendo de relieve y exacerbando las situaciones de derechos humanos actuales y en curso a las que se enfrentan muchos pueblos indígenas.  Este informe permitirá al Relator Especial reunir, presentar y señalar a la atención de la Asamblea General y del Consejo de Derechos Humanos estas preocupaciones fundamentales para que las examinen y adopten medidas al respecto. Los pueblos indígenas están excesivamente representados entre los pobres y sufren tasas más elevadas de malnutrición, a lo que se suman los efectos de la contaminación ambiental y, en muchos casos, la falta de acceso a servicios adecuados de atención de la salud como consecuencia de ello, muchos tienen sistemas inmunológicos reducidos, afecciones respiratorias y otros problemas de salud, lo que los hace particularmente vulnerables a la propagación de enfermedades.      

Los toques de queda, los cierres, la cuarentena y otras medidas de aislamiento impuestas como respuesta a la pandemia pueden causar dificultades adicionales para el acceso a los derechos económicos, culturales y sociales básicos. El aumento de las medidas de seguridad del Estado impuestas durante las situaciones de emergencia, ya que esto también puede repercutir directamente en las comunidades indígenas.

Se debe investigar y documentar el impacto de COVID-19 en los pueblos indígenas para orientar las respuestas de los Estados y asegurar que estos momentos excepcionales no exacerben o justifiquen la impunidad por las violaciones de los derechos de los pueblos indígenas. Teniendo en cuenta la importancia de la diversidad cultural humana y la innovación para sobrevivir a crisis como las pandemias, las respuestas nacionales e internacionales a la COVID-19 también pueden encontrar respuestas en los conocimientos y prácticas indígenas tradicionales. 

El Relator Especial tratará de presentar ejemplos de buenas prácticas, de participación y consulta indígenas en la aplicación de soluciones y respuestas a la pandemia de COVID-19.  Este informe ayudará a los Estados a comprender mejor los efectos concretos de la crisis y a preparar respuestas específicas con la participación, la visión y el enfoque de los pueblos indígenas.

El Relator Especial hará un balance de la nueva orientación sobre el tema, incluida la Nota de orientación del Grupo de Apoyo Interinstitucional sobre Pueblos Indígenas, la Nota del Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas (DESA) sobre las consideraciones que deben tenerse en cuenta en relación con los pueblos indígenas durante la pandemia de COVID-19, la declaración de la FAO sobre la salud de los pueblos indígenas y la declaración del Mecanismo de Expertos sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, y también se inspiran en las posiciones adoptadas a nivel regional, como el comunicado de prensa del Grupo de Trabajo sobre Pueblos Indígenas de la Comisión Africana y la declaración y la resolución 1/2020 de la Comisión Interamericana sobre la pandemia y los derechos humanos en las Américas.

Posibles cuestiones que se abordarán en el informe:
· Incidencia, tasas de mortalidad y aumento del riesgo de infección en las comunidades indígenas.

· Las disparidades y los obstáculos a la atención sanitaria, el agua, el saneamiento y la información adecuados, y la falta de servicios culturalmente apropiados y accesibles.

· Participación de los pueblos indígenas en la elaboración de la respuesta estatal y provincial a la pandemia, así como en la aplicación de los programas y políticas elaborados por los programas e instituciones indígenas. 

·  Repercusiones de los cierres, las cuarentenas y otras respuestas en el acceso a los alimentos, los medios de vida, la educación y la justicia.

· Disponibilidad de información en lenguas indígenas.

· Impacto de la pandemia y las respuestas conexas en las mujeres, los ancianos, los niños y las personas con discapacidad indígenas.

· Discriminación y efectos desproporcionados de las restricciones estatales, las medidas de confinamiento y otras políticas relacionadas con la pandemia en los pueblos indígenas.

· Efectos de las medidas de emergencia nacional en la seguridad de la tierra, la tenencia de la tierra y la mayor vulnerabilidad a la apropiación de tierras y el desarrollo impuesto que afectan a las tierras y aguas de los pueblos indígenas durante la pandemia de COVID-19.

· Comunidades indígenas que viven en aislamiento voluntario.

· Función de la salud de los pueblos indígenas, los modelos de curación y los sistemas de conocimientos en la elaboración de respuestas eficaces.  

Sírvase indicar si en el informe debe abordarse alguna otra esfera.
Aportes por Luis Alonso Abarca González, Comité de Derechos Humanos de Base de Chiapas Digna Ochoa

Cuestionario para las respuestas de los Estados, los pueblos indígenas y otros agentes:
1. ¿Cómo recopila y analiza el gobierno del Estado la información sobre los efectos de COVID-19 en los pueblos y personas indígenas?  ¿Se dispone de datos desglosados sobre los pueblos indígenas, incluidas las repercusiones en la salud?

El Estado Mexicano no ha dispuesto en sus informes y estadísticas que realiza diariamente, ni en sus concentrados de datos sobre el impacto del covid19 en México de datos desglosados sobre los pueblos indígenas y las repercusiones y el impacto que está teniendo para su salud, de manera sensible no tiene indicadores especiales sobre el impacto de la pandemia del covid19 en la salud y otros derechos fundamentales de las mujeres indígenas. El gobierno de México maneja un concentrado general de los contagios, personas recuperadas, casos sospechosos, número de pruebas generales, por rango de edad y sexo. Sin embargo, maneja datos desglosados por municipios y de manera indirecta es posible determinar el impacto del covid19 en municipios indígenas. 

En el estado sureño de Chiapas con un gran porcentaje de población indígena se han establecido cercos sanitarios, implementado medidas de sanitización sin informar a comunidades indígenas, se han limitado derechos y han ingresado funcionarios del sector salud, fiscalía, policías estatales, municipales y de la Guardia Nacional, ello sin contar con su autorización para ingresar a sus territorios, ni tomar en cuenta a sus autoridades. Esta situación ha sido paralela a un clima de estigmatización y linchamiento público por autoridades del sector salud, tratando a las comunidades indígenas de ignorancia, cerrazón y de oponerse a las medidas establecidas para contener el covid19. Como ejemplo de esta situación se encuentran los hechos acaecidos en los municipios  indígenas de Venustiano Carranza (Bienes Comunales Tzotzil) y de Tumbalá (Ejido indígena Chol) y Villa Las Rosas con población campesina e indígena Tzotzil y Tzeltal.

En el marco de la novena conferencia de autosuficiencia alimentaria e innovación tecnológica con prácticas culturales hecha por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (SADER), el Subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud, responsable de la estrategia y vocero del gobierno de México por la pandemia del covid19 se refirió al impacto que ha tenido ésta en el medio rural y poblaciones indígenas de México, y señaló el impacto que ha tenido en distintos municipios indígenas del Estado de Chiapas producto de lo que denominó la infodemia.

El Subsecretario López-Gatell señaló que del 28 de febrero al 15 de junio se ha registrado 1,760 contagios de covid19 dentro de pueblos indígenas en el país, 428 sospechosos. Y señala que en el mes de julio se han reportado 222 casos activos. Según la cifra oficial, los estados con mayores contagios de personas indígenas son Yucatán, Oaxaca, Ciudad de México, Hidalgo, Quintana Roo y Chiapas. Enfatizando en la realidad que viven las comunidades y pueblos indígenas del país ahora que es visible que el virus se desplaza hacia las zonas rurales y poblaciones indígenas, y que no cuentan con la calidad y cobertura de salud necesaria para hacerle frente a la pandemia por lo que se tiene desde su estrategia optar por la disminución de la movilidad social. Una estrategia que llega de manera tardía, porque es de nuestro conocimiento y se han consignado en medios de comunicación que ya hay brotes graves de covid19 en distintos municipios indígenas de Chiapas y no tomó en cuenta el regreso masivo a sus comunidades en los meses de abril y mayo de miles de trabajadores migrantes del norte del país y de EEUU. 

En dicho foro fue cuestionado sobre los conflictos que se han dado en Chiapas durante la pandemia con pueblos indígenas, y López-Gatell comentó que se necesita un mayor análisis  para prevenirlos y hacerlos de la mejor forma para participar de forma conjunta para prevenir contagios, lo que no ha ocurrido como se verá en este documento. Insistió sobre lo que denominó la infodemia, por la desinformación que gira en torno a la pandemia, y como la causa de los casos de violencia y estallidos de comunidades en distintos municipios de Chiapas como Venustiano Carranza, Las Rosas, San Cristóbal de Las Casas, San Fernando, Ocosingo, Jitotol, Pueblo Nuevo Solistahuacán, Las Margaritas, que se oponen a las medidas de fumigación por el covid19. Manifestó que “ en el caso de las fumigaciones, hemos detectado que se han propagado audios y videos en comunidades campesinas en la que por intención gubernamental, con ayuda de recursos de la marina, se pretende fumigar el virus a propósito para aniquilar a la población. Un descaro para propagarlo de forma intencional en Michoacán y Chiapas, donde las realidades son adversas”. En realidad, ello es más profundo, en Chiapas hemos detectado que estos rumores por medio de mensajes en whatsapp y otras redes sociales provienen desde el gobierno estatal, se ha creado una narrativa en medios oficiales y de comunicaciónpara estigmatizar a las comunidades indígenas, lo que ha sido evidente en los municipios de Venustiano Carranza, Las Margaritas, Trinitaria y Tumbalá en donde se han establecido cercos militares con elementos de la Guardia Nacional y se han limitado derechos  con el pretexto de que las comunidades se opusieron a las sanitizaciones o por presentar brotes y al hacerlo sin su permiso reaccionaron de manera violenta, en donde también ha quedado en evidencia el uso de provocadores como en Venustiano Carranza y grupos civiles armados en el municipio de Tumbalá.
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Hemos obtenido información de que hay decenas de casos por covid19 en varios municipios indígenas del norte-selva de Chiapas y han ocurrido varias defunciones que no han sido registradas porque la gente no confía en el sector salud que además cuenta con un solo hospital covid19 en la cabecera regional de Yajalón, por lo que han muerto en sus comunidades también de indígenas pertenecientes al EZLN que presentan muchos casos por covid19 y los atienden dentro de lo posible en la clínica ubicada en Oventik, municipio de San Andrés Larrainzar.
En San Cristóbal de Las Casas nos han compartido de la existencia de decenas de personas enfermas con síntomas de covid19, pero que ante la desconfianza no acuden a un hospital por el temor de que los aíslen o en su visión de que puedan contagiarlos ahí, que ya no hay espacio en el hospital covid19 y que los están trasladando a Tuxtla Gutiérrez, por lo que se quedan en sus casas y hay testimonios de personas fallecidas con sospechas de covid19.

Recientemente hubo un escándalo porque indígenas pertenecientes al EZLN en la comunidad de Guadalupe Tepeyac, golpearon, amarraron y amenazaron con quemar vivo al director del Hospital IMSS-Bienestar ubicado en esa comunidad y que presta servicio médico a cientos de comunidades de la Selva Lacandona, ello presuntamente porque culpaban al médico de la muerte de un indígena que se presume era el padre del Comandante Tacho. Con lo que se hizo público que existen personas contagiadas en esa comunidad tojolabal. (https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/indigenas-zapatistas-retienen-y-golpean-a-director-de-clinica-del-imss-de-guadalupe-tepeyac-chiapas/).

Indígenas Lacandones de la Comunidad Lacanjá Chanzayab en la Selva Lacandona en el municipio de Ocosingo por medios de comunicación pidieron de manera urgente ayuda de las autoridades sanitarias de losgobierno federal y estatal por registrarse un brote de covid19 en su comunidad, y que uno de sus líderes resultó positivo y se encontraba intubado en Palenque (https://www.chiapasparalelo.com/noticias/chiapas/2020/05/denuncian-brote-de-covid-19-en-la-selva-lacandona/)

2. Sírvase proporcionar información y ejemplos concretos que muestren el aumento de los riesgos y/o el impacto desproporcionado de la pandemia en la salud de los pueblos indígenas. ¿Qué medidas se han adoptado para prestar atención de salud y otras formas de asistencia urgente a las comunidades remotas?

Como se ha señalado, la estigmatización y el establecimiento de cercos sanitarios que limitan los derechos de libertad de tránsito y que limita derechos de los Pueblos Indígenas ha profundizado los riesgos y el impacto del covid19.

Habitantes  del  municipio de Tumbalá enfrentaron desde inicio de abril,  siete contagios  de covid19. Autoridades del municipio vecino, Yajalón, también tienen brotes del virus en la demarcación, pero les cerraron el paso con un “filtro sanitario”, que les impide abastecerse de alimentos  y servicios; al mismo tiempo que la Secretaría de Salud del Estado de Chiapas anunciaba la implementación de un cerco sanitaria en el municipio de Tumbalá con participación de efectivos policíacos, de la Fiscalía General del Estado, personal de la Secretaría de Gobierno, de las autoridades municipales y con la implementación de un cerco parte de elementos de la Guardia Nacional.  El lunes  27 de abril  de 2020,  los  pobladores  de Tumbalá protestaron por esta medida, pero policías y civiles armados del municipio de Yajalón los reprimieron y los atacaron con armas de fuego, siendo de tal magnitud la noticia que alcanzó portales nacionales como Aristegui Noticias y la Revista Proceso.

El pasado 10 de abril se dio a conocer un primer caso positivo a covid-19 en Tumbalá, un municipio  que  tiene  alrededor  de  35  mil  personas.  En  días  subsecuentes  los  casos  se incrementaron hasta llegar a siete. Esto colocó a esta demarcación en ese momento, ahora la situación ya es diferente, con una tasa de incidencia del 19.2 en el estado de Chiapas.

Sin posibilidad de abastecerse de alimentos  y tener  servicios  de salud, las comunidades cercadas  acudieron al  cruce entre los  poblados  Hidalgo Joshil  y Pulpitillo. Este punto se e trata  del entronque que comunica a los municipios de Tila y Yajalón. Su intención era protestar en ese punto para que les permitieran el paso al municipio de Yajalón, donde se concentran los servicios de salud de la región para atenderlos de otras enfermedades y que se les permitiera el libre tránsito. 

Los  indígenas  ch´oles  de la comunidad Hidalgo Joshil del municipio de Tumbalá se manifiestaron inconformes  por  las  acciones  que consideran violatorias  de sus  derechos  humanos  y constitucionales  por  el  cerco  policíaco,  militar  y  sanitario  que  se  implementó  en  el municipio por un  brote de covid19, que les impidió la libertad de tránsito para movilizar a personas que requieren paradójicamente atención médica por otras enfermedades y que autoridades del sector salud se niegan en atender, decidieron manifestarse en el desvío Pulpitillo para solicitar una mesa de diálogo con la Delegación de la Secretaría de  Gobierno y el sector salud. Denunciaron que sin ningún intento por dialogar y aviso fueron reprimidos por policías municipales y del  denominado grupo táctico que es una especie de grupo armado no oficial, ambos del municipio de Yajalón. Los cuales llegaron realizando disparos  de  armas  de fuego,  agrediendo   y  realizando  detenciones  arbitrarias  de  los indígenas choles que se encontraban manifestándose. Reportando cuatro personas heridas y una de gravedad por arma de fuego que fue trasladada a la cabecera municipal de Tumbalá.
Ataque armado

Alrededor de las 13:30 horas del 27 de abril de 2020, mientras los indígenas choles de la comunidad de Hidalgo Joshil se encontraban en el lugar realizando una protesta llegaron en camionetas policías municipales de Yajalón. También, integrantes de un grupo de civiles armados que las personas del lugar conocen como “Grupo Táctico”. Este grupo, al decir de los pobladores, trabaja al servicio de las autoridades de Yajalón. Los policías  y los  civiles  armados  dispararon contra  los  habitantes  de Tumbalá,  así  lo grabaron los mismos indígenas del poblado Pulpitillo.

Policías  y hombres  armados  golpearon y detuvieron a  los indígenas  Francisco Méndez, Álvaro y Cristóbal Méndez Velasco. Otro indígena,  Román Guzmán Montejo,  fue herido con arma de fuego. La prensa consignó que el  grupo civil  armado paralelo al  cuerpo policiaco municipal  al servicio del  alcalde  Juan Manuel  Utrilla  Constantino,  emanado del  Partido Verde,  son hombres que son coordinados por su jefe  de guardaespaldas,  Joaquín Flores,  quien fue detenido en mayo del 2019 por la muerte (ejecución) de cinco indígenas de la comunidad La Aurora. La pandemia por los contagios de COVID-19 tiene un “foco rojo” en esa región ubicada en la zona norte de Chiapas, donde habita una mayoría de indígenas de la etnia ch´ol.

El reporte de la policía municipal de Yajalón fue que los habitantes de Tumbalá intentaron cruzar el “filtro sanitario por el covid-19” y por ello los detuvieron. Este  Comité de Derechos Humanos de Base de Chiapas Digna Ochoa,  quien atiende la población de la zona, denunciamos públicamente que es inconstitucional el cerco policíaco que hay alrededor de la población de Tumbalá. Esta situación, advierte, los coloca en doble riesgo ya que les cierra el acceso a los servicios de salud en medio de esta pandemia.
Toda la información necesaria sobre las graves violaciones de derechos humanos cometida hacia indígenas ch´oles de la comunidad de Hidalgo Joshil está narrada en el cuestionario que le adjuntamos, así como le comunicamos que ha sido de nuestro conocimiento como organismo que ha estado documentando la situación y realizamos la denuncia pública, que por medios de comunicación y colegas periodistas que la Fiscalía General del Estado de Chiapas pretende responsabilizar y criminalizar de los hechos en los que fueron atacados con armas de fuego por policías municipales y un grupo de corte paramilitar al servicio del alcalde de Yajalón a las víctimas de la comunidad e incluso a miembros de este Comité Digna Ochoa por haber difundido estos graves sucesos que fueron un escándalo nacional.(https://www.chiapasparalelo.com/noticias/chiapas/2020/04/policias-de-tumbala-acusados-de-homicidiocalificado-tras-acusar-a-pobladores-de-estar-contagiados-de-covid-19/ )
En el  portal  de noticias Chiapas Paralelo se registra que  La Fiscalía General  del  Estado (FGE), a través de la Fiscalía de Justicia Indígena, informa de los avances de la carpeta de investigación iniciada por los hechos violentos ocurridos en el municipio de Yajalón, en los que resultaron involucrados policías  municipales  y habitantes  de la comunidad Hidalgo Joshil del municipio de Tumbalá.

“De acuerdo con la carpeta de investigación, alrededor de las 13:35 horas del pasado 26 de abril,  después  de  mantener  una  reunión  de  trabajo  en  materia  sanitaria  y  social  con autoridades federales en la cabecera municipal de Yajalón, una comisión de habitantes de la mencionada comunidad de Tumbalá  arrojó piedras  a  personal  de la  Policía  Municipal, Protección Civil Municipal y Unidad de Salud Municipal que se encontraba en la caseta de vigilancia, donde está instalado un filtro sanitario para combatir el COVID-19.”

“Los elementos de la Policía Municipal iniciaron persecución a los habitantes que iban en varios vehículos hasta el crucero Pulpitillo, donde resultó lesionado por proyectil de arma de fuego un ciudadano identificado como Romario “N” de 25 años, con herida penetrante en  vertebra  y  neumotórax  derecho,  mismo  que  fue  trasladado  para  su  atención  a  un nosocomio del estado de Tabasco.” “Además, resultaron con daños en parabrisas, medallón y cristal de la puerta del copiloto un vehículo marca Nissan tipo Estaquitas, propiedad del ciudadano Juan “N”; así como otro de la marca Nissan tipo Tsuru,  con abolladura  en toldo,  rotura de parabrisas,  medallón y cristales de las puertas, propiedad de Roberto “N”, de la colonia Buena Vista, municipio de Sabanilla.”

“Por estos hechos se inició la carpeta de investigación por el  delito de pandillerismo y lesiones en agravio de los servidores públicos municipales y por los delitos de daños y homicidio calificado en grado de tentativa en agravio de Romario “N”.”

Ha sido del conocimiento de este Comité Digna Ochoa que luego de los hechos de agresión en contra de los indígenas choles de la comunidad de Hidalgo Joshil,  el  delegado de la Secretaría de Gobierno de Chiapas instancia del Gobierno de Chiapas sostuvo un diálogo con ellos, en donde a cambio de una indemnización a la víctima gravemente herida por el ataque armado, su familia firmara que se desistía de su exigencia de justicia,  cuando al tratarse de delitos graves y de violaciones de Derechos Humanos se persiguen de oficio y no prescriben de acuerdo a la Constitución y los estándares internacionales.  Por ello, la intención de la Fiscalía General  del  Estado de Chiapas de criminalizar e intimidar a los indígenas  choles,  para  que se desistan de darle seguimiento a estos graves  hechos que vulneró gravemente sus derechos humanos, y envía un mensaje de intimidación hacia este Comité Digna Ochoa, quienes trabajamos y acompañamos a comunidades indígenas de los municipios de Tumbalá y Tila desde hace 10 años, y cuenta con monitores indígenas de derechos  humanos  siendo  quienes  nos  informaron  de  lo  que  ocurría  y  por  lo  que denunciamos de manera inmediata.

(https://tierradetodas.soy/entra-brigada-y-gn-a-tumbala-por-posible-brote-de-covid-19/
https://www.contralinea.com.mx/archivo-revista/2020/04/28/con-armas-policias-de-chiapas-reprimen-aindigenas-que-exigian-su-derecho-a-la-salud/)
Las Margaritas. El alcalde de ese municipio indígena, Jorge Luis Escandón Hernández, ordenó en el mes de mayo el ingreso de todos los pobladores de una comunidad a la cabecera municipal, ello tras denunciar en medios un brote de covid19 y que dos pobladores estaban internados graves en el Hospital Rutal del IMSS-Bienestar de la comunidad de Guadalape Tepeyac. En un video, el alcalde aparece junto al director del Hospital Rural del IMSS Bienestar de la comunidad de Guadalupe Tepeyac, quien señaló que se han presentado varios casos sospechosos de covid19 procedentes de la comunidad de San Quintín, municipio de Ocosingo en las cañadas de la Selva Lacandona.
Por su infraestructura, el mencionado hospital atiende a comunidades indígenas de la Selva Lacandona que incluye además de Las Margaritas, los municipio de Ocosingo, La Independencia, La Trinitaria y Maravilla Tenejapa. El alcalde justificó estas medidas por la preocupación de que los pacientes con síntomas de covid19 son trasladados sin ninguna medida de protección. También se limitó el paso del transporte público entre San Quintín y Las Margaritas.
Venustiano Carranza. Luego de que se registraran actos de protesta en la cabecera de Venustiano Carranza, que también es sede de los Bienes Comunales, que provocó quemas de viviendas, el edificio de la Presidencia Municipal  y saqueos, la Fiscalía de Chiapas ordenó el envío de 400 agentes federales y estatales a Venustiano Carranza, municipio en que pobladores se manifestaron bajo el argumento de que previamente hicieron saber a las autoridades municipales y estatales que no estaban de acuerdo con medidas de sanitización, las que se realizaron de noche y sin permiso de la comunidad, y por medios oficiales se difundió la versión de que fue provocada por la circulación de rumores por redes sociales en que la autoridad municipal presuntamente dispersó sustancias tóxicas a los habitantes mediante el uso de drones y fumigaciones para contagiarlos de covid19.

Rutilio Cruz Escandón Cadenas, gobernador de ese estado, había informado que los responsables del disturbio fueron unas 30 personas a las que calificó de “vulgares delincuentes”. A su vez, el mandatario refirió que fueron quemadas tres viviendas, entre ellas, la de su madre, pues el gobernador es oriundo de Venustiano Carranza.

"Vandalizaron la casa de mi señora madre, destruyendo todo. Mi mamá vive sola, sin seguridad como ha vivido toda su vida”, refirió Rutilio Escandón en una reunión de seguridad. El jefe del ejecutivo estatal también reportó que los agresores quemaron la casa de los padres y suegros de Amando Madain Trujillo Ancheyta, alcalde del lugar.

A través de un video, Jorge Llaven Abarca, fiscal de Chiapas, informó que los disturbios ocurrieron alrededor de las 00:30 horas, en la madrugada de este jueves.“A eso de las cero horas con 30 minutos del día de hoy, se tuvo la noticia criminal de que un grupo de personas se encontraban causando destrozos, primeramente, en las instalaciones que ocupa el Ayuntamiento Municipal de Venustiano Carranza y posteriormente, en una tienda comercial ubicada a un costado del Ayuntamiento”, esta situación fue el pretexto para que incursionaran elementos militares de la Guardia Nacional y limitar derechos y desatar una campaña de estigmatización y criminalización de los indígenas Tzotziles pertenecientes a los Bienes Comunales de Venustiano Carranza. 

Sobre los eventos se difundieron dos versiones. Por un lado, las autoridades gubernamentales señalaron que el saqueo y vandalismo provinieron de una convocatoria por redes sociales, en ellas, se alertaba falsamente a la población de que el alcalde municipal pretendía dispersar químicos tóxicos en las localidades de la demarcación. Para tal efecto, los funcionarios empleaban drones que arrojaban un polvo llamado “Paraquat”. De ahí el descontento y el llamado a la protesta.

“Trataron de engañar a la gente de Venustiano Carranza confundiéndolos con el problema de COVID-19 diciendo que esta no existe, que es creada, inventada por el Estado para afectar a la gente de los pueblos, a la gente humilde. Hicieron su convocatoria para vandalizar. Como la gente no asistió, salieron con odio a vandalizar”, explicó el gobernador Rutilio Escandón, en referencia a casos de noticias falsas y que ya han tenido repercusiones durante la crisis del COVID-19.

Por otra parte, pobladores de Venustiano Carranza señalaron que unas acciones de repudio derivaron de un presunto intento de sanitización de la cabecera municipal. La Organización Campesina Emiliano Zapata (OCEZ), perteneciente a la Casa del Pueblo (y que agrupa a cientos de comuneros del municipio en cuestión), refirió que fue impedida la fumigación programada por autoridades locales. “Por acuerdo de los ocho barrios de la cabecera no se permitió la fumigación programada por las autoridades municipales para propagar (sic) el contagio de Covid-19 (...). [Con la sanitización planeada] se violó el acuerdo entre la Casa del Pueblo y las autoridades municipales de no entrar a los barrios [a fumigar]”, comunicó la OCEZ en un reporte consignado por La Jornada.

Mientras los barrios se organizaban desde la noche del miércoles para colocar retenes en las entradas a sus poblados, personas no identificadas empezaron con los destrozos en el edificio municipal. La OCEZ se deslindo de los actos vandálicos y refirió que los agresores no pertenecen a su organización.

"Aprovechándose de la situación pacífica, quisieron desprestigiarla y justificar la entrada de la fuerza pública para realizar acciones en contra del pueblo”, comunicó el grupo de identificación campesina. Es necesario señalar que los pobladores de los bienes comunales de Venustiano Carranza tienen una larga lucha por la defensa de sus tierras comunales del despojo gubernamental y de caciques de la región, han sido reprimidos con el uso del ejército en distintos momentos de su historia, han asesinado a más de 40 indígenas y muchos de ellos han estado presos por su lucha. El gobierno de Chiapas los señala como un foco rojo de seguridad nacional pretendiendo que detrás de ellos hay grupos armados revolucionarios y los ubica como “grupos desafectos del Estado”, por lo que hay indicios que desde el gobierno de Chiapas se aprovechó la pandemia y se montó una acción de provocación para justificar la militarización del municipio como ahora ocurre.
( https://www.infobae.com/america/mexico/2020/05/29/envian-400-agentes-a-chiapas-tras-disturbios-provocados-por-supuesto-envenenamiento-con-uso-de-drones/)
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Agentes del ejército, la Guardia Nacional y otras fuerzas estatales arribaron a Venustiano Carranza luego de los disturbios generados en ese municipio chiapaneco (Foto: Cuartoscuro)

3. ¿Cómo se apoya a los pueblos indígenas en sus propias iniciativas para luchar contra la pandemia, proteger la salud y prestar asistencia en sus propias comunidades?  ¿Qué enseñanzas pueden extraerse de las prácticas tradicionales indígenas y de los programas comunitarios en materia de cierre y emergencia?

Existe la reflexión comunitaria de recuperar la medicina y prácticas tradicionales de salud y autocuidado, el rescate del conocimiento de las plantas e hierbas curativas y de medidas de autocuidado comunitario. Mujeres parteras tradicionales como promotoras de confianza en las comunidades se convierten en actoras de primera línea para atender mujeres embarazadas y partos, así como médicas comunitarias, ello ante la notable carencia de atención medica en los territorios indígenas que se ha acentuado durante la pandemia del covid19 en México, ya que la estrategia ha sido la reconversión hìbrida de hospitales públicos para atender enfermos con infecciones respiratorias con sospecha de covid19, y se han habilitado unidades especiales para covid19 en los principales hospitales del Estado de Chiapas principalmente ubicados en los municipios principales como Tuxtla Gutiérrez, San Cristóbal de Las Casas, Comitán de Domínguez, Tapachula, Tonalá y Palenque. En los municipios con población indígena se ha dejado en manos de la red del IMSS-Bienestar que atiende a población sin derechohabiencia en ese instituto y que ya opera en condiciones normales con serias limitaciones  y su eje de atención es el primer nivel, contando solamente con algunas clínicas de segundo nivel en algunos municipios como San Cristóbal de Las Casas, Venustiano Carranza, Las Margaritas y Benemérito de Las Américas; y en otros municipios cuenta con unidades médicas rurales muy básicas.
Se prevé iniciar una reflexión profunda para tomar acciones frente al cambio climático y de cuidado socio ambiental de sus territorios y de la necesidad de promover huertos colectivos para garantizar la alimentación sana en las comunidades indígenas de la región norte-selva de Chiapas.

La enorme oportunidad que presenta la emergencia sanitaria del covid19 es que ha permitido con el acompañamiento de la sociedad civil como este Comité de Derechos Humanos de Base de Chiapas Digna Ochoa (Comité Digna Ochoa) y de medios de comunicación visibilizar la situación de rezago y carencias, así como las graves limitaciones del derecho a la salud en las comunidades indígenas del Estado de Chiapas, se presenta la oportunidad de que los mismos Pueblos Indígenas sean actores para denunciar las violaciones a sus derechos humanos en instancias y mecanismos del Sistema de Naciones Unidas.

La irrupción de la pandemia en sus comunidades ha posibilitado que se organicen y reúnan para exigir sus derechos como Pueblos Indígenas y realicen acciones y tomen decisiones colectivas para exigir sus derechos y proteger sus comunidades, así como denunciar públicamente la limitación de sus derechos y la estigmatización y discriminación gubernamental que implementa medidas sin tomar en cuenta y consultar a las comunidades ch´oles y tzeltales de la región Norte-Selva de Chiapas-, La Selva y Venustiano Carranza, entre otros.
4. ¿Cómo se da a los pueblos indígenas la posibilidad de dar forma a la respuesta nacional a la COVID-19 para garantizar que no tenga un efecto discriminatorio en sus comunidades?
La respuesta gubernamental consideramos ha sido insuficiente en la respuesta nacional a la pandemia del covid19, ha sido de nuestro conocimiento que el Consejo Nacional para la Prevención de la Discriminación (CONAPRED) realizó un cuestionario a las organizaciones de la sociedad civil para tener un diagnóstico sobre las comunidades indígenas y su respuesta de acuerdo a su cosmovisión sobre la pandemia y pidiendo sugerencias para garantizar su derecho a la información de un modo accesible a sus creencias y cultura. También hemos documentado que realizaron algunas publicaciones con información del covid19 en algunas lenguas indígenas. Sin embargo, las situaciones de desinformación y conflictividad que se han presentado son un indicador de que la estrategia de información en los pueblos indígenas no ha impactado y que ha sido limitada. No tomando en cuenta sus condiciones que son de carencias sociales y económicas, y que el 69.5% está en situación de pobreza y 27.9% en pobreza extrema, y que el impacto de la crisis del covid19 agudiza esta situación y en especial impacta en la vida de las mujeres, con un riesgo en la seguridad alimentaria que puede llevar  niñas y mujeres indígenas a dificultades por el acceso a alimentos debido a los cierres en servicios, escuelas, limitaciones a la circulación, cercos y cuarentenas implementados, la falta de producción, subida de precios, medidas de aislamiento social, el cierre de mercados y tianguis de costumbre que representan un ingreso crucial para cubrir las necesidades básicas de las familias. Este impacto no se ha tomado en cuenta en la respuesta nacional al covid por el gobierno mexicano, y no considera que es mayor para las madres sin pareja que son jefas de famila en los hogares indígenas.
Las mujeres indígenas y mujeres que viven en zonas rurales asentamientos informales pueden enfrentar mayores riesgos u obstáculos adicionales

para lograr el acceso a servicios esenciales o para huir de situaciones de violencia, en particular, la violencia dentro del hogar durante el confinamiento o limitación de movilidad. En 2015, 7.1 % de las personas usuarias de refugios para mujeres en situación de violencia eran hablantes de lengua indígena. 

Un aumento de casos de violencia sexual también puede generar más embarazos adolescentes. Estas situaciones no son tomadas en cuenta en la respuesta estatal a la pandemia, y por el contrario, el gobierno federal recortó recursos a refugios para mujeres indígenas y no reconoce un aumento de la violencia hacia las mujeres durante la pandemia.

5. ¿Se busca y respeta su aporte en los programas que podrían afectarlos? 
Valoramos que en la estrategia y programas gubernamentales no se ha consultado y tomado en cuenta las necesidades y el impacto de las decisiones gubernamentales en los pueblos indígenas, no se les ha consultado ni permitido opinar. 
El gobierno mexicano ha decidido continuar con la implementación de los programas asistenciales gubernamentales existentes como Jóvenes Construyendo el Futuro, Sembrando Vida, de Apoyo de Productores de Café, Becas Bienestar. Sin que se hayan implementado acciones específicas y extraordinarias en la pandemia del covid19, salvo que el gobierno ha adelantado el pago por tres meses de los programas gubernamentales existentes.
De igual forma, avanzan megaproyectos que les afectan a pesar de la pandemia como el Tren Maya, Tren Transístsmico, Fracking o la Refinería Dos Bocas, así como proyectos de minería que según la declaratoria de emergencia sanitaria emitida por el gobierno mexicano es esencial.
En una gran extensión del territorio oaxaqueño escasea un recurso esencial para cumplir las medidas de contingencia por Covid-19: el agua. Según el Monitor de Sequía de Conagua, el 23.2% del territorio oaxaqueño está anormalmente seco, mientras que casi el 32.5% del estado está resintiendo los efectos de una sequía moderada y alrededor del 12.3% sufre una sequía grave. En este contexto de sequía el gobierno federal ha decidido declarar la minería, una industria con alto impacto en los recursos hídricos, como una actividad esencial durante la pandemia del covid19. Varias comunidades viven una situación similar a lo largo de los Valles Centrales de Oaxaca, donde tres proyectos mineros, propiedad de la empresas Fortuna Silver Mines y Gold Resource Corporation, están ejerciendo presión sobre el precario suministro de agua en el estado. La actividad de las empresas canadienses y estadounidenses ha causado importantes conflictos socio-ambientales a lo largo de los Valles Centrales. Pareciera ser que la industria minera, considerada “esencial” por el gobierno de López Obrador en tiempos de pandemia y sequía, más que favorecer la salud de las comunidades en las que opera, ha traído consecuencias devastadoras para los pueblos originarios de Oaxaca, afirma Avispa Midia en su reportaje. La minería representa una amenaza y un riesgo latente a las fuentes de agua limpia, esa sí, esencial para la vida de las y los oaxaqueños, e indispensable para detener la transmisión de un virus mortal que se encuentra en su fase de contagio acelerado. (https://avispa.org/oaxaca-resiste-vs-mineria/?idU=1)
 

6. ¿Cómo se difunde la información sobre COVID-19 y las medidas de prevención en las comunidades indígenas? ¿Se dispone de dicha información en lenguas indígenas? El gobierno de Chiapas usa el Sistema Chiapaneco de Radio y Televisión y Cinematografía que tiene un canal de televisión con cobertura estatal y una red de radiodifusoras que difunden información oficial todos los días sobre el avance de la pandemia en el Estado de Chiapas, y se difunden algunos spots en lenguas indígenas, además de que eventualmente se han implementado brigadas sanitarias con trípticos pero solamente con alcance en las cabeceras municipales y no permanentemente. En el municipio de Tumbalá al implementar el cerco sanitario realizaron visitas a domicilios de pobladores indígenas en la cabecera municipal, pero en las comunidades del mismo municipio no ocurrió lo mismo. 

En el caso del municipio de Venustiano Carranza, al no generar una estrategia comunicacional acorde a las tradiciones e idoneidad cultural como comunidad indígena, se continúo con festejos religiosos y tradicionales como la celebración de la Santa Cruz, por lo que desde el sector salud y medios oficiales se comenzó a crear una narrativa estigmatizante de la comunidad indígena de Venustiano Carranza que tiene una historia larga de lucha en la defensa de su territorio y de desconfianza gubernamental por la represión de la que han sido objeto en muchas ocasiones, siendo señalados de grupos desafectos al Estado y un foco rojo por órganos estatales de inteligencia y del ejército. Lo que culminó con los hechos del día 27 de mayo de 2020, en que se montó un acto de fumigación sin permiso ni información a la población que fue interpretado como una acción para propagar y mediante un grupo de provocadores se inició la quema del edificio de la Presidencia Municipal, la casa de un familiar del Presidente Municipal, la casa de la madre del Gobernador de Chiapas y se saquearan las instalaciones de la tienda Elektra, lo que sirvió de pretexto para presentar a sus pobladores como ignorantes, criminalizarlos y que ingresara la Guardia Nacional militarizando la cabecera de Venustiano Carranza que es la sede de los Bienes Comunales de los indígenas tzotziles que se denomina Casa del Pueblo. En este momento continúa la ocupación militar por la GN en el municipio y la Fiscalía General del Estado de Chiapas ha iniciado carpetas de investigación para detener a los responsables de los sucesos.
7. Sírvase proporcionar ejemplos de buenas prácticas y medidas específicas para corregir los efectos desproporcionados de la pandemia en la salud de los pueblos indígenas.  Si son los gobiernos estatales, provinciales y locales los que las aplican, sírvase explicar cómo se concibieron esas medidas en consulta y aplicando el consentimiento libre, previo e informado con los pueblos indígenas interesados a fin de garantizar que dichas medidas se adapten a las necesidades culturales y otras necesidades específicas de esas comunidades indígenas.
El pasado 19 de mayo el Instituto Nacional de Pueblos Indígenas publicó una guía para la atención de Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas ante la emergencia sanitaria generada por el Covid-19. Sin embargo, este documento no consultó ni tomó en cuenta a los Pueblos Indígenas.
Entre éstas están que la información relacionada con la epidemia deberá ser difundida y transmitida con pertinencia cultural y lingüística; que las disposiciones y medidas adoptadas para hacer frente a la epidemia deben de implementarse con pertinencia cultural y respetando las formas de organización y especifidades culturales de las comunidades indígenas.

“Todas las autoridades del Gobierno de México deberán respetar el ejercicio de la libre determinación y autonomía de las comunidades indígenas y afromexicanas, estableciendo una adecuada coordinación con las autoridades comunitarias”, señala el documento.

En este sentido, se deberá atender la existencia y competencia de las autoridades municipales, comunitarias y regidurías de salud, entre otras, en sus respectivos ámbitos, con quienes se deberá establecer una adecuada coordinación para llevar a cabo las tareas de prevención y atención a la enfermedad Covid-19, agrega el documento.

Asimismo señala como deben de atender a los casos sospechosos y casos de fallecidos en estas comunidades; y la estrategia de recuperación económica y social. Sin embargo, hasta ahora es una declaración de buenas intenciones, existe una austeridad en los recursos y programas para pueblos indígenas y no existen medidas emergentes diseñadas para atender el impacto que el covid19 está ocasionando en ellos que profundiza su situación de vulnerabilidad.
Sin embargo, no toman en cuenta la especial situación de mujeres indígenas, indígenas migrantes y trabajadores agrícolas, personas con discapacidad, personas de edad, los niños, las personas lesbianas, gays, bisexuales y transgénero de los pueblos indígenas a las que se enfrentan o pueden enfrentarse a nuevos problemas de derechos humanos durante la pandemia.

8. Sírvanse proporcionar información sobre las repercusiones económicas, sociales y culturales de los cierres, las cuarentenas, los viajes y otras restricciones a la libertad de circulación de las comunidades indígenas.
Como ya se ha narrado con amplitud en otro apartado, en las comunidades indígenas las acciones de limitación de derechos, limitación del derecho de tránsito y la implementación de un cerco sanitario ha ocasionado paradójicamente la merma del derecho a la salud a la población indígena que es impedida de recibir atención médica por otros padecimientos. 

Ha implicado la limitación del ejercicio de sus derechos como pueblos indígenas menoscabando sus instituciones como las Asambleas, toma colectiva de acuerdos y de sus autoridades que han sido ignoradas y se les ha negado el derecho de ser debidamente informadas y consultadas.

Se ha provocado un linchamiento mediático discriminatorio, estigmatizante y que los criminaliza, y que ha llevado a la militarización de sus comunidades, el incremento de la inseguridad, la violencia doméstica hacia las mujeres indígenas por el abuso de alcohol, la limitación de recursos económicos para satisfacer sus necesidades básicas, el encarecimiento del precio de alimentos y productos de primera necesidad, etc.

9. Sírvase proporcionar información sobre las medidas adoptadas para garantizar que las comunidades indígenas no sufran efectos discriminatorios en su acceso a los medios de vida, los alimentos y la educación.   ¿Cómo se tiene en cuenta a los pueblos indígenas en la elaboración de los programas de asistencia y socorro?  ¿Dónde están las lagunas, si las hay?

Comunidades indígenas apoyan y han solicitado al gobierno mexicano que se implementen iniciativas de emergencia específicas que beneficiarían considerablemente a sus integrantes que han perdido el empleo o que no tiene ningún servicio de seguridad social, como el caso del llamado Ingreso Único de Emergencia, mismo que se analiza en el poder legislativo y al cual diputados de todas las fuerzas políticas se han manifestado a favor.

Pascual de Jesús, dirigente triqui del MULT, ha manifestado que los datos de la Secretaría de Salud revelan las condiciones de abandono y escasa asistencia que tienen los grupos indígenas mexicanos, lo cual se hace más evidente en la pandemia del covid19 en México.

El pasado 19 de mayo el Instituto Nacional de Pueblos Indígenas publicó una guía para la atención de Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas ante la emergencia sanitaria generada por el Covid-19.

Entre éstas están que la información relacionada con la epidemia deberá ser difundida y transmitida con pertinencia cultural y lingüística; que las disposiciones y medidas adoptadas para hacer frente a la epidemia deben de implementarse con pertinencia cultural y respetando las formas de organización y especifidades culturales de las comunidades indígenas.

“Todas las autoridades del Gobierno de México deberán respetar el ejercicio de la libre determinación y autonomía de las comunidades indígenas y afromexicanas, estableciendo una adecuada coordinación con las autoridades comunitarias”, señala el documento.

En este sentido, se deberá atender la existencia y competencia de las autoridades municipales, comunitarias y regidurías de salud, entre otras, en sus respectivos ámbitos, con quienes se deberá establecer una adecuada coordinación para llevar a cabo las tareas de prevención y atención a la enfermedad Covid-19, agrega el documento.

Asimismo señala como deben de atender a los casos sospechosos y casos de fallecidos en estas comunidades; y la estrategia de recuperación económica y social. Sin embargo, hasta ahora es una declaración de buenas intenciones, existe una austeridad en los recursos y programas para pueblos indígenas y no existen medidas emergentes diseñadas para atender el impacto que el covid19 está ocasionando en ellos que profundiza su situación de vulnerabilidad.

México ha dado pasos importantes para incorporar el derecho internacional de los derechos humanos mediante la reforma del artículo 1 de la Constitución en 2011. Según esta reforma, las obligaciones internacionales de derechos humanos contraídas por México son directamente aplicables en todos los niveles de la estructura federal y se deben respetar y garantizar en las legislaciones, políticas públicas y sentencias judiciales. Estas obligaciones incluyen los tratados internacionales de derechos humanos en los cuales México es parte; el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ratificado por México en 1990; la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, ratificada por México en 1975; la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ratificada por México en 1981, y su interpretación mediante la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Sin embargo, una laguna importante es que hasta este momento no se ha legislado para establecer el marco legal para hacer efectivo el derecho a Consulta como lo establece el Convenio 169 de la OIT. La CNDH ha recomendado que se legisle sobre el Derecho a la Consulta, y recientemente la SCJN ha ordenado que se reglamente y garantice el mecanismo para hacer efectivo este derecho tutelado según los artículos 1 y 2 constitucionales.

“El artículo 2 de la Constitución establece que "la Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas".

 

El artículo 27 de la Constitución y las leyes agrarias reconocen distintas formas de tenencia de la tierra para campesinos, tales como las tierras agrarias de uso colectivo, conocidas como ejidos.

 

Los pueblos indígenas continúan reclamando que se les reconozca en la Constitución como sujetos de derecho público, y no como entidades de interés público.

 

En 2013, se adoptó una reforma constitucional en materia energética, y varias leyes para su implementación que prevén, sin reconocimiento de la normativa sobre los derechos de los pueblos indígenas, la posibilidad de otorgar contratos a empresas privadas en materia de hidrocarburos, y que facilita la explotación de recursos naturales, muchos de los cuales se encuentran dentro de los territorios de los pueblos indígenas.

 

La reforma en 2014 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación amplió la definición de discriminación y estableció medidas de reparación adicionales.

 



10. Sírvase proporcionar información sobre la forma en que las mujeres, las personas de edad, los niños, las personas con discapacidad y las personas lesbianas, gays, bisexuales y transgénero de los pueblos indígenas se enfrentan o pueden enfrentarse a nuevos problemas de derechos humanos durante la pandemia.

Mujeres indígenas choles de la comunidad de Nueva Esperanza, Tila han denunciado ante autoridades de procuración de justicia que en el contexto de la emergencia sanitaria que decreta la ley seca y la prohibición de la venta de bebidas alcohólicas en su comunidad ha sido violentada por personas que realizan su venta clandestinamente, lo que ha provocado el aumento de riñas que incluso condujo a la muerte de una persona en esa comunidad, así como de la violencia doméstica hacia ellas. A pesar de que autoridades ejidales han acudido a las fiscalía local situada en el municipio de Yajalón por violentar el decreto de emergencia sanitaria, las autoridades no intervienen. Mujeres indígenas refieren que la violencia doméstica ha aumentado, ya que como consecuencia de las limitaciones económicas y el cierre de carreteras y retenes gubernamentales ha provocado que los hombres pasen mayor tiempo en sus casas  y consumiendo alcohol.
Pobladores de esa comunidad del municipio de Tila, reportan que ante la creencia por falta de información culturalmente accesible y la histórica desconfianza hacia las autoridades gubernamentales y rumores que han llegado de jóvenes indígenas que regresan del trabajo agrícola en el Norte del país, se ha generalizado la creencia de que en el hospital covid19 del municipio de Yajalón se mata a los pacientes o se les inyecta para contagiarlos de covid19, por lo que muchos se resisten en ir a la atención médica y hay reportes de personas con síntomas de covid19 y de muertes de indígenas mayores de 60 años en sus comunidades.
La limitación del derecho de circulación en municipios indígenas del norte-selva de Chiapas ha impedido el traslado de personas mayores y con discapacidades que requieren atención médica urgente.
11. Sírvanse proporcionar información sobre las medidas específicas adoptadas para prevenir las formas de discriminación que se entrecruzan y garantizar el acceso, la protección y los servicios de las mujeres, los niños, las personas de edad, las personas con discapacidad y las personas lesbianas, gays, bisexuales y transgénero de las comunidades indígenas, teniendo debidamente en cuenta sus necesidades específicas.

Como ya se ha señalado, el CONAPRED ha creado materiales y audios en lenguas indígenas que buscan promover sus derechos e información durante la pandemia, así como en alguna medida lo hace el gobierno de Chiapas desde el Sistema Chiapaneco de Radio, Televisión y Cinematografía, en donde se presenta información sobre la pandemia, medidas de prevención y cuidado. Sin embargo, adolecen de un enfoque integral que contemple las formas de discriminación hacia mujeres, niños, las personas de edad, las personas con discapacidad y las personas lesbianas, gays, bisexuales y transgénero de las comunidades indígenas.

12. Sírvanse proporcionar información sobre la forma en que los estados de excepción pueden contribuir a las amenazas o agravar las actuales violaciones de los derechos humanos de los pueblos indígenas, en particular en lo que respecta a la libertad de reunión y la protección de sus tierras y recursos tradicionales.  ¿Qué medidas se han adoptado para proteger las tierras, los territorios y los recursos de los pueblos indígenas contra las invasiones y el acaparamiento de tierras por agentes externos durante la pandemia?

En México no se estableció un Estado de Excepción, la única autoridad que puede implementarlo es el Presidente de la República con autorización del Congreso de la Unión, y debe establecer sus alcances, temporalidad, la necesariedad y una debida justificación.  Sin embargo, algunos gobernadores tomaron medidas específicas en ese sentido con toques de queda que aislaron a comunidades indígenas, les limitaron su medios de vida como la pesca o el uso de sus playas y tierras de cultivo, 

En el municipio de Yajalón, en Chiapas, se decretó un toque de queda que culminó con un ataque armado contra indígenas choles que exigían atención médica y libertad de tránsito, así como se les limitó el derecho a la protesta social.
De la misma forma se estableció un cerco sanitario y militar en el municipio indígena de Tumbalá que limitó derechos constitucionales, no tomó en cuenta a las autoridades indígenas y ejidales, y provocó que la población no pudiera acceder a servicios médicos, alimentos y otros insumos  básicos que requería. Este cerco fue implementado por autoridades municipales y estatales, del sector salud, de la fiscalía y militares de la Guardia Nacional. De la misma forma, en este momento existe un cerco militar en el municipio de Venustiano Carranza que limita libertad de circulación y otros derechos. 

El decreto de emergencia sanitaria denominado ACUERDO por el que se modifica el similar por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2, publicado el 31 de marzo de 2020, no contempla ni otorga facultades para la limitación de derechos o el establecimiento de medidas como cuarentena y toque de queda. Su declaratoria se sustentó en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 4o., párrafo cuarto, que reconoce el derecho humano a la protección de la salud, así como dispone que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general; el artículo 73, fracción XVI, Bases 2a. y 3a. de la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que en caso de epidemias de carácter grave o peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, la Secretaría de Salud tendrá obligación de dictar inmediatamente las medidas preventivas indispensables, las cuales se sancionarán por el titular del Ejecutivo Federal y deberán ser obedecidas por las autoridades administrativas del país; el artículo 3o. de la Ley General de Salud establece que es materia de salubridad general, la organización, control y vigilancia de la prestación de servicios, la atención médica y la prevención de enfermedades transmisibles, entre otros;
Y que el artículo 135 de dicho ordenamiento establece que la Secretaría de Salud elaborará y llevará a cabo, en coordinación con las instituciones del sector salud y con los gobiernos de las entidades federativas, programas o campañas temporales o permanentes, para el control o erradicación de aquellas enfermedades transmisibles que constituyan un problema real o potencial para la salubridad general de la República, dentro del que se encuentra el brote por virus SARS-CoV2 (COVID-19) en el territorio nacional; que en ese contexto, el 24 de marzo de 2020 se publicó el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que se establecen las medidas que se deberán implementar para la vigilancia epidemiológica, prevención y control de los riesgos para la salud derivados de la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)

***

Las respuestas al cuestionario anterior pueden presentarse en español, francés o inglés. Por favor, envíen sus aportaciones por correo electrónico a indigenous@ohchr.org antes del 19 de junio de 2020. Por favor, limite sus respuestas a un máximo de 3.000 palabras. Se pueden adjuntar como anexos a la presentación informes, estudios académicos y otros tipos de material de referencia. Sírvase presentar sus respuestas en un formato accesible, como MS Word o PDF accesible.

A menos que se solicite lo contrario, las presentaciones pueden ser referenciadas en el informe y en las sesiones informativas del Relator Especial y en los productos de información conexos.

